
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y :

DE LA TUTELA DE LA VIVIENDA ÚNICA, FAMILIAR Y DIGNA DEL DEUDOR EJECUTADO

ARTICULO 1º.- Objeto. Las disposiciones contenidas en la presente Ley son de orden público, y tienen por objeto establecer el procedimiento para practicar la liquidación del monto total adeudado, en todos aquellos procesos judiciales en que se vaya a rematar un inmueble que constituya vivienda única, familiar y de ocupación permanente del deudor con la finalidad de saldar la obligación, sea cual fuere el origen de la misma, con la excepción establecida en el siguiente párrafo.


Quedan excluidos de este procedimiento los créditos de naturaleza alimentaria, los derivados de la responsabilidad por comisión de delitos penales, créditos laborales y los causados en la responsabilidad civil.


Esta liquidación deberá ser practicada a instancias del juez competente en cada caso, antes de la subasta, o firme y ejecutoriada ésta antes del desapoderamiento del deudor, siempre que no se hubiere perfeccionado la venta en los términos y condiciones que establece el Artículo 14º segundo párrafo de la presente Ley. 

Todo ello a fin de cancelar la deuda evitando la pérdida de la vivienda única y familiar al deudor.

DEL PROCEDIMIENTO ESPECIAL

ARTICULO 2º.- Supuestos. El procedimiento especial de liquidación establecido en esta Ley se aplicará siempre que el inmueble objeto de ejecución y/o desahucio, fuera la vivienda única, familiar y de ocupación permanente.

El concepto de "vivienda única, familiar y de ocupación permanente" comprenderá aquellos casos en que las tres condiciones se cumplan en forma concurrente.

Esto es, que debe ser el único inmueble (casa, departamento) que el deudor posea.

Vivienda debe entenderse como el lugar donde se habita, por exclusión del lugar donde se ejerce el comercio, industria, arte, servicio o profesión.

Se entenderá por familiar la propiedad donde conviven el propietario y su familia, sea ésta el cónyuge o concubino, o sus descendientes o ascendientes, o hijos adoptivos.

A los fines de acreditar el carácter de la vivienda, serán admisibles todo género de medios probatorios, debiendo el juzgador evaluar tal circunstancia, con el criterio que discierne el Artículo 16º de la presente Ley.

A todo evento, y, atento el espíritu tuitivo de la norma, se tendrá por suficiente prueba la declaración jurada del deudor a propósito de tal extremo, evitándose que el juzgador le obligue a trámites burocráticos incompatibles con la celeridad del trámite.

ARTICULO 3º.- Reglas procesales. El procedimiento de liquidación de deuda se sujetará a las siguientes reglas:

a) A pedido de parte, se sustanciará este procedimiento en cualquier etapa del proceso, con abstracción del módulo procesal a través del cual se haya introducido la demanda (procesos ejecutivos, sumarios, ordinarios, etapa de ejecución de sentencia, etc.)
b)  Si ello no ocurriera antes de la fijación de fecha para la subasta judicial o extrajudicial o el lanzamiento, desahucio y/o desalojo en cualquiera de sus modalidades, el juez de oficio lo iniciará, con notificación al deudor en su domicilio legal y real de los derechos que le asisten por esta Ley. Si el deudor se presentara sin patrocinio letrado, se le adjudicará un defensor oficial.
c) En todos los casos, el procedimiento se sustanciará por vía del Incidente que regula el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Entre Ríos. Los interlocutorios y/o resoluciones dictados en la sustanciación del procedimiento que instituye la presente Ley, serán objeto de todos los institutos recursorios ordinarios y/o extraordinarios, inclusive el Caso Federal, siempre con efecto suspensivo y sin exigencia de contracautela alguna. Dicha alternativa recursoria, se hace extensiva a hipótesis de actos jurisdiccionales que a criterio del juzgador, no merezca sustanciación.
ARTICULO 4º.- Liquidación del acreedor y deudor. El juez, de oficio o a pedido de parte, conforme las circunstancias descritas en el anterior artículo, intimará al acreedor para que en un plazo de DIEZ (10) días hábiles judiciales presente una liquidación actualizada de la deuda objeto del litigio, bajo apercibimiento de darle por decaído el derecho.

Presentada la liquidación por el acreedor o vencido el plazo, se dará traslado e intimará en su caso, en los mismos términos y condiciones al deudor, para que exprese las observaciones que estime pertinentes y/o presente su liquidación.

ARTICULO 5º.- Incumplimiento del deudor y acreedor de presentar liquidación actualizada. 
Si ninguna de las partes presentara la liquidación actualizada dispuesta en el artículo precedente, el juez procederá sin más trámite a determinar la deuda conforme lo previsto en el Artículo 10º de la presente.

ARTICULO 6º.- Audiencia de Conciliación. 

Presentadas las liquidaciones por el acreedor y/o el deudor, el juez de oficio o a pedido de parte, citará a una audiencia obligatoria de conciliación a efectos de procurar un avenimiento.
ARTICULO 7º.- Período de Conciliación.

En caso de desacuerdo o incomparecencia de alguna o ambas partes a la audiencia de conciliación, el juez fijará un plazo de veinte (20) días hábiles judiciales para que lleven a cabo tratativas tendientes a establecer el importe de la deuda y las condiciones de pago. El plazo podrá ser prorrogado a solicitud del deudor y acreedor por una única vez e igual tiempo.
El juez sólo podrá dar por cumplido el período de conciliación antes de su vencimiento, por la homologación del acuerdo o el desistimiento expreso de las partes a continuar negociando.

ARTICULO 8º.- Intervención del Ministerio Público Fiscal. 

En todos los casos, y vencido el plazo establecido en el artículo precedente, el Juez constatará si existen algunos de los supuestos previstos para la aplicación de la presente Ley o varios de ellos a la vez, dando vista al Ministerio Público a los fines de que en el término de treinta (30) días hábiles, prorrogables por única vez y por igual plazo, y en cumplimiento del Artículo 52º de la Ley Nacional Nº 24.240, compruebe e informe:

a) Si el contrato base de la acción, o en el que se instrumentó el mutuo, cumple con los requisitos exigidos por el Artículo 36º de la Ley Nacional Nº 24.240 y si contiene cláusulas como las enumeradas en los Artículos 37º y 38º de la misma norma;

b) En caso de ser entidad financiera la actora, si la misma cumplió con los requisitos de la Comunicación A-2689 del Banco Central de la República Argentina del 22 de abril de 1998, sus modificatorias y reglamentaciones;

c) El modo en que se aplica la compensación realizada a los bancos por las Leyes Nacionales Nº 25.796 y Nº 25.827, en caso que el actor sea entidad financiera;

d) Los efectos cancelatorios y financieros que ha tenido sobre el crédito la aplicación de dichas leyes;

e) La posibilidad de incorporar a los deudores al sistema de refinanciación hipotecaria establecido por las Leyes Nacionales Nº 25.798, sus modificatorias, complementarias, prórrogas y aclaratorias, inclusive la Ley Nº 26.167, sus modificatorias y decretos reglamentarios, siempre que el deudor y el crédito en ejecución reúnan los requisitos establecidos por dichas normas para que las mismas les sean aplicables; 

f) Si los intereses pactados o pedidos por la actora u ordenados por la sentencia, cualesquiera fuera su naturaleza, se hallan dentro de los límites máximos establecidos por la legislación de emergencia, pronunciándose en todos los casos sobre la validez de lo pactado; y

g) Toda otra circunstancia que resultare relevante para la determinación de la deuda que las partes hubiesen aducido en las liquidaciones actualizadas presentadas, en la audiencia y en el período de conciliación.

ARTICULO 9.- Vista a las partes.

Presentado el informe a cargo del Ministerio Fiscal, se dará vista del mismo a las partes, por diez (10) días hábiles y bajo los apercibimientos de ley, a los fines de que realicen las observaciones que estimen pertinentes.-

ARTICULO 10º.- Determinación de la deuda por el Juez. 

Sobre las bases de los artículos precedentes, y transcurrido el plazo que establece el artículo anterior, el Juez mandará practicar la liquidación del total adeudado.

a) Se tomará como base el capital adeudado, entendiendo como tal, la diferencia entre el monto de origen del mutuo y la sumatoria de las amortizaciones del mismo según las cuotas pagadas. Si la información necesaria no se encontrara en el expediente, la parte actora deberá aportarla en el plazo de cinco días, bajo apercibimiento de designar perito contador por sorteo, a cargo de la misma y prorrogar en treinta días la suspensión del procedimiento. Esta obligación se establece al solo efecto de practicar la liquidación prevista en esta Ley.

b) No podrá afectarse el capital de sentencia, salvo que se constate la capitalización de los intereses. Se entenderá que existe capitalización de intereses, salvo prueba en contrario, cuando dicho capital exceda el monto tal como se ha calculado en el inciso anterior.

c) Una vez establecido el capital o a partir del capital de sentencia, si así correspondiera, se indexará con el índice coeficiente de variación salarial, por el término en que éste índice tuvo vigencia.

d) Sobre el capital indexado o no, según el caso, el juez decidirá si debe reducir los intereses pactados. Si el capital fue indexado, los intereses a aplicar no podrán exceder una tasa del 2,5 % anual por todo concepto, desde la mora y hasta su efectivo pago. Si no correspondiera la indexación del capital, los intereses serán reducidos a la tasa que paga el Banco de la Nación Argentina.

e) A tal fin, los jueces ejercerán sus facultades, sobre la base de los derechos constitucionales de propiedad y de acceso a una vivienda digna y la protección integral de la familia, teniendo en cuenta las normas de emergencia pública y aquellas de alcance general que versan sobre la imprevisión, el enriquecimiento indebido, el desequilibrio de las prestaciones, el abuso de derecho, en especial la usura y el anatocismo, los límites impuestos por la moral y las buenas costumbres, el orden público y la lesión. El juez deberá interpretar los hechos y el derecho conforme al Artículo 15º de la Ley Nº 26.167.

ARTÍCULO 11º.- Pago. 

A opción del deudor, una vez firme la liquidación, podrá pagar la suma resultante de la misma en el plazo de quince (15) días o pedir el procedimiento de mediación previsto en la Ley Nº 9.776 -Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Entre Ríos-, a fin de convenir con el acreedor, alguna modalidad de pago del total liquidado. De arribarse a un convenio, deberá aplicarse el Artículo 290º del mismo digesto procesal.

ARTICULO 12º.- Refinanciación. 

La refinanciación en cuotas de la obligación originaria, no podrán exceder de un monto equivalente al 25% del ingreso del grupo familiar conviviente en el inmueble objeto de ejecución.

A los fines de acreditar el ingreso del grupo familiar, serán admisibles todo género de medios probatorios, debiendo el juzgador evaluar tal circunstancia, con el criterio que discierne el Artículo 16º de la presente Ley.
ARTICULO 13º.- Actividades Productivas Agropecuarias, comerciales o industriales. 

Igual procedimiento será aplicable cuando el inmueble objeto de ejecución y/o donde se fuera a desapoderar al deudor, estuviese destinado a actividades productivas agropecuarias, comerciales o industriales, siempre que las mismas se caractericen como micro, pequeña o mediana empresa en los términos de la legislación nacional vigente.

ARTICULO 14º.- Suspensión de Ejecuciones. 

A los fines del cumplimiento del procedimiento especial que se establece, suspéndanse a partir de la entrada en vigencia de la presente, los trámites: de ejecución de sentencias judiciales; subastas judiciales y extrajudiciales; los desalojos en cualquiera de sus modalidades, aprobados o en trámite de aprobación y de cualquier otro procedimiento que tenga por objeto el desapoderamiento de los inmuebles a que se refieren los Artículos 1º y 13º de la presente.

La suspensión y sustanciación del procedimiento especial que se establece, será procedente en todos los casos, con excepción de aquellos en los que se hubiere perfeccionado la venta, entendiéndose por tal cuando se hubiere aprobado el remate, pagado el precio o la parte que correspondiere si se hubieren dado facilidades y se hubiere realizado la tradición del bien al comprador.

La suspensión dispuesta en los párrafos precedentes regirá hasta que se hubiere dado cumplimiento a las disposiciones establecidas en el procedimiento especial.

ARTICULO 15º.- Nulidad.

Declárense nulos de nulidad absoluta los actos y demás trámites procesales que se dicten en contradicción a la suspensión dispuesta en el artículo precedente, sin haber cumplimentado el procedimiento especial aquí previsto.

DISPOSICIONES GENERALES

ARTICULO 16º.- Interpretación.

 En caso de duda sobre la aplicación, interpretación o alcance de la presente Ley, los jueces se decidirán en el sentido más favorable a la subsistencia y conservación de la vivienda digna y la protección integral de la familia, en los términos del Artículo 14º bis de la Constitución Nacional y Artículo 25º de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

ARTICULO 17º.- Efectos.

Las disposiciones que anteceden producirán efectos a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley. Sin perjuicio de ello y a todo evento, esta Ley se aplicará en el estado procesal que se encuentren los procesos iniciados con anterioridad en que se den los supuestos contemplados en la presente, salvo que se hubiere perfeccionado la venta en los términos y condiciones del segundo párrafo, del Artículo 14º de esta Ley.

ARTICULO 18º.- Entrada en vigencia.

La presente Ley entrará en vigencia al día siguiente de su publicación el Boletín Oficial.

ARTICULO 19°.- Comuníquese, etcétera.
PARANÁ, SALA DE SESIONES, 14 de abril de 2009.
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